
        
            
                
            
        

    
	

	Resumen:

	Este artículo analiza el diseño e implementación de procesos participativos para la regeneración territorial mediante el Ordenamiento Territorial Comunitario (OTC) en el Ejido Cacahuamilpa, Guerrero, México. El núcleo agrario, ubicado en una zona de transición periurbana y colindante con un Parque Nacional, enfrenta desafíos críticos de fragmentación del paisaje y degradación ambiental. Bajo un enfoque de Investigación-Acción Participativa (IAP) sustentado en los principios de la democracia directa y cooperativa, se integró de forma horizontal el análisis técnico geoespacial con los saberes locales. Mediante el uso autónomo de Sistemas de Información Geográfica (SIG) móviles (Map Marker), brigadas comunitarias operaron un diagnóstico territorial activo. Los resultados destacan la caracterización del sistema hídrico kárstico, la validación comunitaria de la nutria de río (Lontra longicaudis annectens) como bioindicador de la cuenca, y la ejecución de un taller de evaluación postproceso (feedback) para medir la apropiación social. El modelo final se organizó en cuatro Unidades de Gestión Territorial (UGT): Protección y Conservación, Aprovechamiento Sustentable, Producción Intensiva —que articuló la inclusión productiva de mujeres y jóvenes— y Asentamientos Humanos. Se concluye que el OTC actúa como una herramienta de regeneración multidimensional (ecológica, social e institucional). Su validación institucional y vinculante mediante la Asamblea General Extraordinaria y el Reglamento Interno dota al ejido de un instrumento de soberanía agraria capaz de mitigar conflictos urbanos e incorporar soluciones ex ante frente a las vulnerabilidades del contexto, consolidando una ruta replicable hacia la justicia socioambiental periurbana.
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	Abstract:

	This article analyzes the design and implementation of participatory processes for territorial regeneration through Community Territorial Planning (CTP) in the Cacahuamilpa Ejido, Guerrero, Mexico. The agrarian nucleus, located in a peri-urban transition zone and bordering a National Park, faces critical challenges of landscape fragmentation and environmental degradation. Under a Participatory Action Research (PAR) approach grounded in the principles of direct and cooperative democracy, technical geospatial analysis was horizontally integrated with local peasant knowledge. Through the autonomous use of mobile Geographic Information Systems (GIS) (Map Marker), community brigades operated an active territorial diagnosis. The results highlight the characterization of the karst hydrological system, the community validation of the Neotropical River otter (Lontra longicaudis annectens) as a watershed bioindicator, and the implementation of a post-process evaluation workshop (feedback) to measure social appropriation. The final planning model was organized into four Territorial Management Units (TMU): Protection and Conservation, Sustainable Use, Intensive Production—which articulated the productive inclusion of women and youth—and Human Settlements. It is concluded that CTP acts as a multidimensional regeneration tool (ecological, social, and institutional). Its binding institutional validation through the Extraordinary General Assembly and Internal Regulations provides the ejido with an instrument of agrarian sovereignty capable of mitigating urban conflicts and incorporating ex-ante solutions against contextual vulnerabilities, consolidating a replicable pathway toward peri-urban socio-environmental justice.
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	Introducción

	La planificación urbano-territorial en México enfrenta desafíos estructurales derivados de procesos de urbanización acelerada, tenencia irregular de la tierra y debilitamiento de las capacidades de gestión territorial a escala local. En contextos rurales-periurbanos, donde convergen dinámicas agrarias tradicionales con presiones de expansión urbana, la ausencia de instrumentos de ordenamiento territorial participativo agudiza conflictos socioambientales, fragmentación del paisaje y pérdida de servicios ecosistémicos críticos (Zamora-Rendon et al., 2022; Ledo-Marques et al., 2022). Esta problemática adquiere particular relevancia en territorios bajo régimen de propiedad social —ejidos y comunidades agrarias— que representan el 61% de la superficie nacional y albergan a más de cinco millones de sujetos agrarios (Torres-Rojo et al., 2016), pero cuyos sistemas de gobernanza enfrentan presiones de mercantilización, fragmentación institucional y erosión de prácticas colectivas de gestión territorial.

	      El Ordenamiento Territorial Comunitario (OTC) emerge en este contexto como un instrumento de planificación participativa que busca fortalecer la capacidad de los núcleos agrarios para definir autónomamente las políticas de uso, conservación y aprovechamiento de sus recursos naturales. A diferencia de los instrumentos convencionales de ordenamiento ecológico territorial —de carácter técnico-normativo y escala regional— el OTC se fundamenta en principios de democracia directa, integración de saberes locales y construcción de gobernanza comunitaria (CONAFOR, 2025). Sin embargo, la efectividad del OTC como herramienta de regeneración territorial depende críticamente del diseño de los procesos participativos que lo sustentan. La literatura reciente sobre urbanismo participativo en América Latina advierte sobre los riesgos de la “tiranía de la participación” cuando los dispositivos participativos reproducen exclusiones estructurales de género, generacionales o epistémicas, o cuando la participación se instrumentaliza para legitimar decisiones predeterminadas sin genuina incidencia comunitaria (Zamora-Rendon et al., 2022; Arzuaga-Macea & Perea-Montalvo, 2023).

	      El concepto de regeneración territorial, central en este trabajo, trasciende las nociones convencionales de conservación o manejo sustentable de recursos naturales. Regenerar implica restaurar no solo las funciones ecológicas de los ecosistemas, sino también las capacidades sociales de autoorganización y las estructuras institucionales de gobernanza que permiten a las comunidades ejercer soberanía sobre sus territorios (Gómez-Rodríguez & Barbosa-Pérez, 2024). Esta perspectiva multidimensional de la regeneración territorial —ecológica, social e institucional— resulta particularmente relevante en contextos periurbanos donde las presiones de urbanización irregular y especulación inmobiliaria amenazan simultáneamente la integridad de los ecosistemas, la cohesión social comunitaria y la seguridad jurídica de la tenencia de la tierra. El presente artículo sostiene que el OTC, cuando se fundamenta en procesos participativos genuinos diseñados mediante metodología de Investigación-Acción Participativa (IAP), constituye un instrumento efectivo de regeneración territorial multidimensional que fortalece la resiliencia socioecológica de territorios rurales-periurbanos.

	      El Ejido Cacahuamilpa, localizado en el municipio de Pilcaya, Guerrero, representa un caso paradigmático de territorio rural-periurbano sometido a múltiples presiones. Su colindancia con el Parque Nacional Grutas de Cacahuamilpa —Área Natural Protegida federal decretada en 1936— y su proximidad a la Zona Metropolitana de Cuernavaca generan dinámicas territoriales complejas que incluyen crecimiento de asentamientos irregulares, conflictos por acceso a recursos hídricos, extracción ilegal de recursos forestales y maderables, y tensiones entre conservación ambiental y necesidades de desarrollo económico local. En este contexto, el diseño del OTC mediante IAP durante el período marzo 2024-diciembre 2025 ofrece evidencia empírica sobre las posibilidades y limitaciones de los procesos participativos para construir gobernanza territorial efectiva en contextos de alta complejidad socioambiental (CONAFOR, 2025).

	      El objetivo del presente artículo es analizar el diseño e implementación del proceso participativo para la elaboración del OTC del Ejido Cacahuamilpa, documentando los dispositivos participativos empleados, los mecanismos de integración de conocimiento tradicional y técnico, y los resultados en términos de fortalecimiento de capacidades locales de gestión territorial (CONAFOR, 2025).

	Aspectos teóricos conceptuales

	El Ordenamiento Territorial Comunitario constituye un instrumento de planificación participativa desarrollado en México para fortalecer la capacidad de los núcleos agrarios —ejidos y comunidades— de definir autónomamente las políticas de uso, conservación y aprovechamiento sustentable de sus recursos naturales. La CONAFOR (2025) define el OTC como “el proceso de planeación participativa que permite a las comunidades y ejidos definir el uso actual y potencial de su territorio, establecer reglas de acceso y uso de los recursos naturales, y diseñar estrategias de desarrollo que fortalezcan su gobernanza territorial”. Esta definición enfatiza tres dimensiones fundamentales: la participación social como principio metodológico, la autodeterminación comunitaria como principio político, y el fortalecimiento de la gobernanza local como objetivo estratégico.

	      El marco conceptual del OTC se fundamenta en la teoría de los comunes (commons) desarrollada por Ostrom (1990), que demuestra la capacidad de comunidades locales para diseñar sistemas efectivos de gobernanza de recursos de uso común cuando se cumplen condiciones institucionales específicas: límites claramente definidos del recurso y de los usuarios legítimos, reglas de apropiación y provisión adaptadas a condiciones locales, mecanismos de participación en la toma de decisiones, sistemas de monitoreo efectivos, sanciones graduales para infracciones, mecanismos de resolución de conflictos, y reconocimiento del derecho de la comunidad a organizar sus propias instituciones. El OTC operacionaliza estos principios mediante dispositivos participativos que facilitan la deliberación colectiva, la toma de decisiones por consenso, y la construcción de acuerdos vinculantes sobre uso del territorio.

	      La noción de regeneración territorial que sustenta este trabajo trasciende las perspectivas convencionales de conservación o manejo sustentable de recursos naturales. Regenerar implica restaurar simultáneamente tres dimensiones interrelacionadas del territorio: la dimensión ecológica, referida a la recuperación de funciones ecosistémicas, conectividad del paisaje y provisión de servicios ambientales; la dimensión social, vinculada al fortalecimiento de tejidos comunitarios, transmisión intergeneracional de conocimientos tradicionales y construcción de identidades territoriales; y la dimensión institucional, relativa al desarrollo de capacidades locales de autogestión, fortalecimiento de estructuras de gobernanza comunitaria y reconocimiento jurídico-político de la autonomía territorial (Gómez-Rodríguez & Barbosa-Pérez, 2024). Esta perspectiva multidimensional resulta particularmente relevante en contextos latinoamericanos donde los procesos de despojo territorial, fragmentación social y debilitamiento institucional requieren estrategias integrales de regeneración que articulen restauración ecológica con reconstrucción de capacidades sociales y políticas (Zamora-Rendón et al., 2022). El concepto de gobernanza local, central en el enfoque del OTC, refiere a los sistemas de reglas, prácticas y procesos mediante los cuales las comunidades ejercen autoridad sobre sus territorios, toman decisiones colectivas vinculantes, y regulan el acceso y uso de recursos comunes. La gobernanza difiere de la simple gestión técnica de recursos en su énfasis en las dimensiones políticas de poder, legitimidad y responsabilidad. La literatura sobre gobernanza territorial en América Latina distingue entre gobernanza representativa —basada en estructuras formales de autoridad como comisariados ejidales— y gobernanza participativa directa —fundamentada en asambleas comunitarias y mecanismos de democracia deliberativa (Rodríguez & Pineda-Martínez, 2021). El OTC privilegia esta segunda modalidad al establecer la asamblea ejidal como máxima autoridad en la definición de políticas territoriales, aunque reconoce la necesidad de articular mecanismos participativos con estructuras institucionales formales para garantizar la implementación efectiva de los acuerdos comunitarios (CONAFOR, 2025).

	      La resiliencia socioecológica constituye otro concepto fundamental para comprender el potencial del OTC como instrumento de regeneración territorial. La resiliencia refiere a la capacidad de los sistemas socioecológicos — entendidos como sistemas complejos adaptativos donde componentes sociales y ecológicos se encuentran íntimamente acoplados— para absorber perturbaciones, reorganizarse, y mantener funciones esenciales frente a cambios internos y externos (Ledo-Marques et al., 2022). En contextos periurbanos, la resiliencia territorial depende críticamente de la capacidad de las comunidades para responder adaptativamente a múltiples presiones simultáneas: expansión urbana irregular, cambio climático, transformación de mercados de tierra, y cambios en marcos regulatorios. El OTC contribuye a la resiliencia territorial al fortalecer tres capacidades adaptativas fundamentales: capacidad de anticipación mediante diagnósticos participativos que identifican vulnerabilidades y oportunidades; capacidad de absorción mediante estrategias de conservación y restauración ecológica que mantienen funciones ecosistémicas críticas; y capacidad de transformación mediante procesos de aprendizaje colectivo que permiten modificar estructuras institucionales y prácticas de manejo cuando las condiciones lo requieren (Pignataro Otman, 2022).

	      La Investigación-Acción Participativa (IAP), marco metodológico empleado en el diseño del OTC de Cacahuamilpa, constituye un enfoque de investigación e intervención social que integra tres elementos fundamentales: generación de conocimiento sobre realidades locales mediante métodos participativos, transformación de condiciones que generan injusticia o inequidad, y fortalecimiento de capacidades locales para la acción colectiva (Staines-Díaz, 2024). La IAP se distingue de aproximaciones convencionales de investigación aplicada en tres aspectos críticos: primero, reconoce a los sujetos locales como co-investigadores con conocimientos válidos y necesarios para comprender realidades complejas, no como meros informantes o beneficiarios pasivos; segundo, asume que el conocimiento se construye mediante la praxis —ciclos iterativos de reflexión y acción— no mediante observación externa descontextualizada; tercero, orienta explícitamente el proceso de investigación hacia objetivos de transformación social definidos participativamente, no hacia la producción de conocimiento académico abstracto (Vilela-Malpartida & Fernández de Córdova, 2013). En el contexto del OTC, la IAP operacionaliza estos principios mediante dispositivos participativos específicos —talleres comunitarios, recorridos de campo, cartografía social, asambleas deliberativas— que facilitan la integración de conocimiento tradicional campesino con herramientas técnicas de análisis territorial (CONAFOR, 2025).

	Aspectos históricos contextuales

	El Ejido Cacahuamilpa, situado en el municipio de Pilcaya, Guerrero (figura 1), integra un territorio de 2,283.81 hectáreas en la región fisiográfica de la Sierra Madre del Sur (Registro Agrario Nacional, 2025). Su evolución histórica ha estado profundamente ligada a su colindancia estratégica con el Parque Nacional Grutas de Cacahuamilpa —decretado como Área Natural Protegida el 23 de abril de 1936—, lo que ha configurado dinámicas territoriales y socioambientales marcadas tanto por el aprovechamiento turístico del sistema kárstico como por tensiones derivadas de las restricciones al uso de recursos naturales (Gómez-Aguado & Palacio-Prieto, 2016). Geográficamente, el núcleo agrario se asienta a una altitud promedio de 1,110 m sobre formaciones calcáreas dentro de la cuenca del Río Amacuzac, donde las condiciones de clima cálido subhúmedo favorecen la preservación de la selva baja caducifolia y el desarrollo de sistemas agroforestales que constituyen la base de la subsistencia local (INEGI, 2016, 2021a, 2021b). La constitución del Ejido Cacahuamilpa responde al proceso de reforma agraria posrevolucionaria que transformó la estructura de tenencia de la tierra en México durante el siglo XX. Mediante resolución presidencial se dotó a los solicitantes de tierras comunales para uso agrícola, ganadero y forestal, estableciendo un régimen de propiedad social que otorga derechos de usufructo individual sobre parcelas agrícolas y derechos colectivos sobre tierras de uso común —bosques, pastizales, cuerpos de agua— administradas por la asamblea ejidal. Actualmente el ejido cuenta con veintidós ejidatarios reconocidos oficialmente en el padrón del Registro Agrario Nacional, quienes ejercen derechos agrarios plenos incluyendo voz y voto en la asamblea ejidal, órgano supremo de decisión según la Ley Agraria vigente (Registro Agrario Nacional, 2025). La estructura organizativa formal se compone del Comisariado Ejidal —presidente, secretario y tesorero electos por la asamblea— responsable de la ejecución de acuerdos y representación legal del núcleo agrario, y el Consejo de Vigilancia encargado de supervisar el cumplimiento de normatividad interna.

	 

	Tabla 1. Características de la participación de la comunidad universitaria.
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	Fuente: Elaboración propia.

	 

	La relación histórica entre el ejido y el Parque Nacional Grutas de Cacahuamilpa ha sido compleja y en ocasiones conflictiva. El decreto de 1936 que estableció el parque no especificó con precisión los límites territoriales, generando ambigüedades sobre la extensión exacta del área protegida y su traslape con tierras ejidales. Durante décadas, esta indefinición jurídica propició conflictos recurrentes sobre derechos de acceso y aprovechamiento de recursos, particularmente agua, madera y materiales pétreos. La actividad turística en las grutas, administrada por autoridades federales y posteriormente concesionada a operadores privados, generó empleos para algunos habitantes del ejido pero también tensiones por la distribución inequitativa de beneficios económicos y la exclusión de la comunidad de decisiones sobre gestión del parque (Gómez-Aguado & Palacio-Prieto, 2016). Varios ejidatarios trabajan como guías turísticos, vendedores de artesanías o en servicios de alimentación para visitantes, constituyendo el turismo una fuente significativa de ingresos complementarios a las actividades agropecuarias tradicionales.

	      La evolución territorial del ejido durante las últimas tres décadas refleja transformaciones socioeconómicas más amplias que afectan a territorios rurales-periurbanos en México. La proximidad a la Zona Metropolitana de Cuernavaca —distante aproximadamente sesenta y siete kilómetros— ha intensificado presiones de urbanización irregular mediante venta o renta de parcelas ejidales para desarrollo habitacional de baja densidad. Aunque la asamblea ejidal no ha adoptado el dominio pleno que permitiría la venta libre de parcelas, la informalidad en transacciones de tierra ha generado asentamientos irregulares en zonas de riesgo o ecológicamente sensibles. Paralelamente, las actividades agropecuarias tradicionales —agricultura de temporal basada en maíz y frijol, ganadería extensiva de bovinos, producción de mezcal artesanal a partir de maguey silvestre— han experimentado declive por rentabilidad decreciente, envejecimiento de la población rural, migración de jóvenes hacia centros urbanos en búsqueda de oportunidades educativas y laborales, así como por cuestiones de inseguridad regional (Padilla et al., 2014).

	      Los recursos naturales del ejido incluyen bosques de encino y selva baja caducifolia en zonas altas, matorrales xerófilos en laderas, y vegetación riparia asociada a corrientes intermitentes (INEGI, 2021b). La fauna silvestre comprende especies de importancia ecológica y cultural como venado cola blanca, tejón, armadillo, diversas especies de aves rapaces y psitácidos, aunque las poblaciones han disminuido por cacería furtiva y pérdida de hábitat. Los recursos hídricos resultan particularmente críticos en una región caracterizada por precipitación estacional concentrada en verano y estiajes prolongados. El ejido cuenta con tres manantiales permanentes que abastecen agua para uso doméstico y agrícola, pero su caudal ha disminuido en años recientes por deforestación de zonas de recarga y extracción excesiva. La gestión del agua constituye uno de los conflictos internos más significativos, exacerbado por demandas crecientes de asentamientos irregulares que carecen de infraestructura formal de abastecimiento (INEGI, 2020).

	      Las problemáticas socioambientales identificadas en diagnósticos previos a la elaboración del OTC incluyen: deforestación acelerada en zonas de uso común por extracción ilegal de madera y expansión de áreas de cultivo y pastoreo; erosión severa de suelos en laderas por sobrepastoreo y prácticas agrícolas inadecuadas; extracción no sustentable de maguey silvestre para producción de mezcal, amenazando la regeneración natural de poblaciones; cacería y pesca furtivas que reducen poblaciones de fauna silvestre; contaminación de cuerpos de agua por descargas de aguas residuales sin tratamiento; y extracción ilegal de piedra laja para construcción que genera impactos paisajísticos y pérdida de hábitat (Padilla et al., 2014). Estas problemáticas ambientales se entrelazan con vulnerabilidades sociales que afecta a más del 40 por ciento de los hogares según índices de marginación por localidad (INEGI, 2020), entre las que se encuentran: pobreza multidimensional acceso limitado a servicios de salud, educación media superior y superior; exclusión estructural de mujeres de espacios de toma de decisiones sobre gestión territorial y debilitamiento de mecanismos tradicionales de organización comunitaria por migración y transformación de estructuras familiares.

	      En este contexto de alta complejidad socioambiental e institucional, la elaboración del OTC representó una oportunidad para que la comunidad ejidal definiera autónomamente una visión de futuro para su territorio, estableciera prioridades de conservación y desarrollo, y fortaleciera capacidades de gobernanza territorial. La decisión de la asamblea ejidal de participar en el programa de OTC de la Comisión Nacional Forestal respondió a motivaciones múltiples: necesidad de ordenar el crecimiento de asentamientos irregulares mediante zonificación clara de áreas aptas para desarrollo urbano; interés en acceder a programas de apoyo gubernamental para proyectos de conservación y desarrollo sustentable que requieren contar con un instrumento de planeación territorial; deseo de fortalecer la defensa legal del territorio ejidal frente a intentos de invasión o despojo; y aspiración de recuperar prácticas tradicionales de gestión colectiva de recursos comunes que se habían debilitado (CONAFOR, 2025). El proceso participativo de elaboración del OTC, desarrollado entre marzo de 2024 y diciembre de 2025, constituyó así no solo un ejercicio técnico de planeación territorial sino una oportunidad de regeneración institucional y fortalecimiento de la identidad comunitaria en torno al territorio compartido.

	Métodos

	La metodología empleada para el diseño del Ordenamiento Territorial Comunitario (OTC) del Ejido Cacahuamilpa se fundamentó en el enfoque de la Investigación-Acción Participativa (IAP), integrando los principios y procedimientos establecidos en el Manual Básico de la CONAFOR (2025) con adaptaciones específicas alineadas conceptual y operativamente con la democracia directa y cooperativa (Vilela Malpartida & Fernández de Córdova, 2013). Este diseño se distanció de los modelos de planificación de corte vertical o puramente consultivos —asociados a una deliberación pasiva donde la comunidad se limita a debatir propuestas preestablecidas—, sustentándose en cambio en la asamblea general ejidal como órgano supremo de toma de decisiones mediante el ejercicio del voto directo e intransferible. El proceso se estructuró en cinco fases ejecutadas durante veintiún meses (de marzo de 2024 a diciembre de 2025), donde se combinaron herramientas técnicas de análisis espacial mediante Sistemas de Información Geográfica con dispositivos de acción comunitaria directa. Bajo este paradigma horizontal, un grupo de 21 actores locales —compuesto de manera incluyente por ejidatarios, autoridades del Comisariado Ejidal, representantes del Consejo de Vigilancia, habitantes sin derechos agrarios formales, jóvenes y mujeres— asumió el rol de co-investigadores activos para ejecutar directamente un diagnóstico territorial autónomo mediante recorridos de campo, cartografía social y levantamiento de transectos, formulando y testando soluciones regulatorias mediante talleres de co-diseño agroforestal y social (Valencia-Trejo et al., 2020). Esta cooperación directa superó las limitaciones de los esquemas impositivos tradicionales en la planeación comunitaria (Zamora-Rendón et al., 2022), garantizando la resolución colectiva de problemáticas socioambientales, la legitimidad institucional del proceso y la plena apropiación comunitaria de los resultados (Figura 2).

	 

	Figura 2. A-C) recorridos de campo y levantamiento de transectos, D) explicación de escenario ideal, E) aprobación del OTC del Ejido Cacahuamilpa.
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	Fuente: Elaboración propia.

	 

	Fase 1: Diagnóstico integral técnico y socioambiental

	 

	Esta fase inicial integró el componente técnico del diagnóstico mediante el análisis de información geoespacial y fuentes secundarias de instituciones oficiales (INEGI, 2016, 2021a, 2021b; CONABIO, 2020). Utilizando software de código abierto (QGIS), se procesaron imágenes satelitales de alta resolución y modelos digitales de elevación para caracterizar la cobertura vegetal y la hidrografía, identificando a la selva baja caducifolia como la zona crítica de fragmentación (Arteaga-Aguilar et al., 2014). Este análisis técnico se contrastó con la identificación participativa de siete problemáticas prioritarias, destacando el crecimiento desordenado de asentamientos irregulares, la extracción no sustentable de recursos y la presión por la expansión agrícola, factores que amenazan la provisión de servicios ecosistémicos en el territorio ejidal (CONAFOR, 2025).

	 

	Fase 2: Cartografía social e innovación tecnológica participativa

	 

	Bajo un enfoque agroforestal y social (Valencia-Trejo et al., 2020), se aplicaron herramientas avanzadas del Diagnóstico Rural Participativo (DRP). Esta fase combinó metodologías tradicionales como talleres de mapeo colectivo y calendarios estacionales con dispositivos de innovación tecnológica local; específicamente, el uso de Sistemas de Información Geográfica (SIG) móviles mediante la plataforma Map Marker (Skeww LLC, 2025) permitió que brigadas comunitarias cooperativas realizaran recorridos sistemáticos y el levantamiento de transectos en campo para registrar las dinámicas reales de cobertura vegetal y usos del suelo (figura 2 A-C). Mediante este despliegue tecnológico, los propios habitantes georreferenciaron recursos críticos como manantiales, áreas erosionadas y cuevas. Esta estrategia de co-diseño digital permitió superar las limitaciones y la rigidez de los mapas impresos convencionales, vinculando de manera simétrica el conocimiento territorial campesino con la precisión cartográfica técnica para legitimar la “visión de los productores” sobre sus parajes y linderos consuetudinarios (CONAFOR, 2025).

	 

	Fase 3: Análisis multicriterio y delimitación de Unidades de Gestión Territorial (UGT)

	 

	En esta etapa propositiva se emplearon Sistemas de Información Geográfica (SIG) para realizar un análisis multicriterio que integró variables biofísicas (pendientes, suelos, hidrología) con variables socioeconómicas y de política ambiental. El proceso incluyó la modelación de escenarios “tendencial” e “ideal” (Figura 2D), lo que permitió definir Unidades de Gestión Territorial (UGT) bajo criterios de aptitud ecológica y vocación productiva (Santana-Juárez et al., 2020). Mediante grupos focales, la comunidad validó y ajustó los límites de estas unidades, asegurando que la zonificación técnica reflejara las lógicas locales de organización espacial y las prioridades comunitarias de conservación frente a la colindancia con el Parque Nacional.

	 

	Fase 4: Evaluación del proceso, espacios de inclusión y retroalimentación comunitaria (Feedback)

	 

	La representatividad y constancia del tejido participativo se estructuró a partir de un padrón base de participantes estables a lo largo de las cinco fases operativas de la investigación. La calidad de la participación se categorizó formalmente como activa-propositiva, registrando una asistencia promedio del 85% en las sesiones de cartografía y talleres de escenarios, y consolidando una interacción directa medida a través de la intervención en las brigadas de campo y el uso autónomo de los SIG móviles. Para transparentar la estructura del grupo de trabajo comunitario, salvaguardar la legitimidad social del proceso y detallar con precisión la frecuencia e intensidad de las interacciones de los habitantes (ejidatarios, autoridades agrarias como el Comisariado y Consejo de Vigilancia, avecindados, jóvenes y mujeres), se desglosa el perfil de los informantes clave y asistentes en la Tabla 1.

	 

	Tabla 1. Desglose de actores locales, frecuencia y calidad de la participación en el proceso de OTC.
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	Fuente: Elaboración propia.

	 

	Como mecanismo crítico de control metodológico para medir la eficacia transaccional de la Investigación-Acción Participativa (IAP) y el grado de apropiación social alcanzado por este grupo de trabajo, se diseñó e implementó un dispositivo de evaluación post-proceso previo a cualquier resolución legal. Este se operacionalizó mediante un taller evaluativo bajo la modalidad de grupo de enfoque (focus group), convocando de manera dirigida a la diversidad de actores locales, autoridades ejidales e instancias comunitarias reflejadas en el padrón base que integraron activamente el tejido participativo a lo largo de los veintiún meses de ejecución.

	      El taller se estructuró técnicamente mediante la aplicación colectiva de una matriz de valoración cualitativa multidimensional. Este instrumento guió la reflexión comunitaria en torno a tres variables analíticas fundamentales: a) la asequibilidad y transferencia tecnológica de los Sistemas de Información Geográfica móviles mediante la plataforma Map Marker (Skeww LLC, 2025) frente a las cartografías institucionales; b) la equidad e inclusión procedimental en el co-diseño de las Unidades de Gestión Territorial (UGT); y c) la eficacia percibida en la mediación y resolución de los conflictos socioambientales históricos del ejido. El diseño de esta fase garantizó que el grupo de enfoque operara como un espacio de justicia representativa, asegurando que los sectores tradicionalmente invisibilizados en la toma de decisiones agrarias de carácter consuetudinario, tales como los jóvenes y las mujeres, valoraran de manera reflexiva el impacto, la frecuencia y la pertinencia de sus aportaciones en la diversificación productiva de la propuesta territorial final.

	 

	Fase 5: Gobernanza territorial, democracia directa y legitimación jurídica del Plan de Acción

	 

	La fase culminante del diseño metodológico se centró en la validación vinculante y la producción de los instrumentos jurídicos de autogestión, sustentados estrictamente en el principio de la democracia directa agraria. Inicialmente, se implementó la metodología del “semáforo de usos”, un dispositivo de modelación comunitaria donde la Asamblea General clasificó de manera unánime las actividades productivas y de conservación en categorías restrictivas y habilitantes (permitidas, condicionadas y prohibidas) para cada UGT específica, facilitando la construcción de consensos legítimos sobre las reglas de acceso, exclusión y aprovechamiento de los bienes comunes.

	      Alineado con las directrices de planificación forestal comunitaria (CONAFOR, 2025), estos acuerdos normativos no se mantuvieron como meras recomendaciones técnicas, sino que se integraron formal y textualmente en la actualización del Reglamento Interno del ejido, dotando al instrumento de plena certeza jurídica y punibilidad interna frente a presiones exógenas. De manera paralela, se co-construyó el Plan de Acción Comunitaria (PAC), un portafolio operativo que priorizó de manera cooperativa proyectos de vigilancia comunitaria, restauración agroforestal y gobernanza hídrica en la cuenca. El proceso metodológico cerró con la presentación, votación y sanción del modelo de ordenamiento ante la Asamblea General Extraordinaria (figura 2E), cuya aprobación formal consolidó la soberanía agraria, transformando el OTC de un plano cartográfico abstracto a una herramienta viva de autogestión territorial y justicia socioambiental (Arteaga-Aguilar et al., 2014).

	Resultados

	Co-diseño del diagnóstico territorial activo y hallazgos bioculturales

	 

	La implementación del Ordenamiento Territorial Comunitario (OTC) en el Ejido Cacahuamilpa, bajo el enfoque de Investigación-Acción Participativa (IAP), permitió consolidar un modelo de gestión espacial que responde a la complejidad de un territorio periurbano en estrecha interacción con un Área Natural Protegida. Más allá de una caracterización técnica pasiva y exógena, el diagnóstico se estructuró como un ejercicio de monitoreo y diagnóstico activo operado directamente por los habitantes del núcleo agrario. La transferencia tecnológica de Sistemas de Información Geográfica (SIG) móviles mediante la plataforma Map Marker (Skeww LLC, 2025) permitió que brigadas comunitarias cooperativas realizaran recorridos sistemáticos y el levantamiento de transectos en campo para registrar las dinámicas reales de cobertura vegetal y usos del suelo (figura 2 A-C).

	      Este diagnóstico cooperativo corroboró que el núcleo agrario se asienta sobre un sistema kárstico altamente sensible, cuya red hidrológica en los ríos San Jerónimo y Chontalcoatlán actúa como motor de recarga de los acuíferos que alimentan el sistema de cavernas. Los análisis espaciales del uso actual del suelo (figura 3a) demostraron que la matriz biológica está dominada por la selva baja caducifolia (53.47%), la cual funciona como un corredor biológico crucial para grandes depredadores como el puma (Puma concolor L.) y diversas especies polinizadoras; no obstante, el levantamiento en sitio identificó parches críticos de fragmentación activa que suman 29.39 hectáreas, derivados de la agricultura de temporal (15.35%) y la ganadería extensiva (12.34%) no planificadas.

	      Un hallazgo determinante en este diagnóstico activo fue la validación comunitaria de la presencia de la nutria de río (Lontra longicaudis annectens) en los cauces ejidales. Los ejidatarios no solo cartografiaron y validaron los sitios específicos de avistamiento, sino que categorizaron conceptualmente a la especie como un bioindicador de alta sensibilidad respecto a la salud hídrica de la cuenca. En el contexto de la regeneración del territorio, la comunidad posicionó a la nutria como una “especie paraguas”, cuya permanencia exige el mantenimiento del capital natural kárstico. Esto condujo a la formulación de propuestas de conservación estricta de las zonas federales y a la regulación estricta de descargas antrópicas, vinculando la protección de la biodiversidad con la seguridad hídrica y la salvaguarda del atractivo ecoturístico regional.

	 

	Co-diseño del diagnóstico territorial activo y hallazgos bioculturales

	 

	El análisis prospectivo del ejido no se limitó a una modelación matemática abstracta; se configuró como una plataforma experimental donde la comunidad pudo testar de manera directa y cooperativa las soluciones a las presiones sobre el suelo. Mediante el uso de cartografía social en gran formato, los participantes simularon inicialmente los impactos del escenario tendencial al año 2035 (figura 3b). Este ejercicio evidenció un panorama crítico de carácter inercial: debido al libre mercado, la extracción no regulada de agave (17.19 ha), la minería de laja y la expansión urbana desordenada (8.03%) —concentrada principalmente en la colonia Benito Juárez—, la selva original se reduciría a tan solo el 22.98% de la superficie, comprometiendo la conectividad del paisaje y la viabilidad de las poblaciones de nutria de río.

	      Ante este riesgo inminente, los ejidatarios diseñaron y testaron cooperativamente el escenario ideal (figura 3c), estableciendo la conservación y el manejo forestal sustentable como ejes rectores. Para mitigar los conflictos territoriales detectados —tales como la invasión de áreas de uso común y la tala ilegal—, se aplicó la metodología del “semáforo de usos”, permitiendo a los habitantes evaluar colectivamente los trade-offs económicos y ecológicos del territorio. Este testeo normativo demostró la viabilidad de destinar el 20.90% del territorio a la provisión de servicios ambientales y potenciar el aprovechamiento ordenado de recursos no maderables, como el agave mezcalero en un 21.90%, mediante el desarrollo de sistemas agroforestales sustentables que diversifiquen los ingresos comunitarios sin sustituir la cobertura forestal.

	 

	[image: Image]Figura 3: Análisis de la evolución del territorio desde el diagnóstico hasta la propuesta final: a) Uso actual, b) Escenario tendencial (riesgo de fragmentación), c) Escenario ideal (conservación máxima) y d)Modelo de Ordenamiento Territorial Comunitario (síntesis operativa por UGT).

	 

	Fuente: Elaboración propia.

	 

	Modelo operativo de Unidades de Gestión Territorial (UGT) y democracia directa

	 

	El modelo final de OTC (figura 3d) constituye la síntesis espacial de las soluciones evaluadas, estructurando el territorio ejidal en cuatro Unidades de Gestión Territorial (UGT) diferenciadas que sustituyen la representatividad indirecta por los principios de autogestión y democracia directa:

	 

	
		UGT de protección y conservación: Abarca el 39% del territorio, priorizando el manejo forestal para servicios ambientales. Incluye los cuerpos de agua vitales para la nutria de río y prescribe una política de protección estricta para asegurar la integridad de las grutas, la biodiversidad y la recarga hídrica.

		UGT de aprovechamiento sustentable: Orientada al uso forestal no maderable (extracción regulada de agave silvestre y palma), condicionada a planes de manejo técnico que salvaguarden la regeneración natural de la selva baja

		UGT de producción intensiva: Funciona como un escudo económico frente al avance de la frontera agrícola. Integra de forma cooperativa áreas agrícolas de temporal (sistema milpa y hortalizas) y de riego (jitomate, tomate, chile) con ganadería tecnificada, vinculándolas a la infraestructura estratégica local (fábrica de mezcal, taller de artesanías, vivero comunitario y piscicultura) y complementándolas con actividades ecoturísticas controladas en las zonas colindantes al Parque Nacional Grutas de Cacahuamilpa.

		UGT de asentamientos humanos y servicios: Delimita de forma precisa las zonas urbanas preexistentes para contener de manera definitiva las invasiones hacia las áreas forestales, buscando concentrar la inversión en infraestructura básica y dotar de certeza jurídica a la tenencia habitacional



	 

	La validación de este ordenamiento no se delegó a intermediarios estatales; se ejecutó mediante el ejercicio democrático y vinculante de la Asamblea General Extraordinaria (figura 2E). Los lineamientos normativos y las matrices del semáforo de usos co-diseñados se tradujeron formalmente en cláusulas jurídicas que actualizaron el Reglamento Interno del ejido. La aprobación unánime de los ejidatarios institucionalizó el modelo, confiriendo legitimidad social y certeza legal interna frente a las presiones del crecimiento inmobiliario externo.

	 

	Evaluación del proceso y apropiación social del ordenamiento

	 

	Como mecanismo crítico de retroalimentación (feedback) para medir la eficacia de la IAP y el nivel de apropiación comunitaria, antes de la ratificación legal en asamblea se llevó a cabo un taller evaluativo bajo la modalidad de grupo de enfoque (focus group), en el cual participaron activamente las personas e instancias involucradas a lo largo de los veintiún meses del proceso. Durante esta sesión, los habitantes evaluaron cualitativamente los componentes del proyecto mediante una matriz de valoración participativa centrada en tres variables clave: la claridad de las herramientas de transferencia tecnológica, la equidad en el co-diseño de las UGT y la eficacia en la resolución de conflictos socioambientales previos.

	      Los resultados del grupo de enfoque indicaron una satisfacción del 95% respecto al uso de la cartografía interactiva y SIG móviles (Map Marker), destacando que el diagnóstico activo en campo facilitó una comprensión visual directa de la degradación de sus linderos ejidales, algo que los mapas gubernamentales convencionales no lograban transmitir. Asimismo, los habitantes validaron el proceso cooperativo como un espacio equitativo que permitió a los jóvenes y a las mujeres —grupos tradicionalmente marginados en las decisiones agrarias— incidir directamente en el diseño de las alternativas económicas de la UGT de producción intensiva. El proceso evaluativo concluyó que el análisis reflexivo convirtió al OTC en un instrumento vivo y con un alto sentido de pertenencia local, garantizando que los propios habitantes operen como los principales vigilantes de las reglas acordadas, mitigando el riesgo de que el ordenamiento devenga en un documento meramente restrictivo e inoperante.

	Discusión

	Los resultados del proceso de elaboración del OTC del Ejido Cacahuamilpa ofrecen evidencia empírica valiosa sobre las posibilidades y limitaciones de los procesos participativos para construir gobernanza territorial efectiva en contextos rurales-periurbanos de alta complejidad socioambiental. El análisis de esta experiencia, en diálogo con la literatura reciente sobre urbanismo participativo y regeneración territorial en América Latina, permite identificar hallazgos significativos en tres dimensiones: la efectividad de la Investigación-Acción Participativa (IAP) bajo un modelo de democracia directa y cooperativa; el potencial del OTC como instrumento de regeneración territorial multidimensional; y las estrategias necesarias para mitigar la exclusión y la fatiga participativa.

	      La integración de conocimiento tradicional campesino con el análisis técnico constituyó uno de los aspectos metodológicos más innovadores del proceso. La literatura sobre planificación territorial documenta tensiones recurrentes entre aproximaciones técnicas y aproximaciones de corte consultivo, las cuales suelen limitar la deliberación a una validación pasiva de propuestas preestablecidas (Rodríguez & Pineda Martínez, 2021). El enfoque empleado en Cacahuamilpa superó esta dicotomía al adoptar los principios de la democracia directa y cooperativa (Vilela Malpartida & Fernández de Córdova, 2013). En lugar de fungir como meros informantes de técnicos externos, los habitantes asumieron el rol de co-investigadores activos, operando de forma autónoma la plataforma de SIG móvil Map Marker (Skeww LLC, 2025). Esta estrategia permitió que las brigadas comunitarias ejecutaran directamente el diagnóstico territorial en campo y testearan la viabilidad de las soluciones normativas mediante la matriz del semáforo de usos, subvirtiendo las jerarquías epistémicas tradicionales y descentralizando la producción de datos geoespaciales.

	      El OTCde Cacahuamilpa evidencia el potencial de este instrumento como herramienta de regeneración territorial multidimensional. La dimensión ecológica se manifiesta en estrategias específicas de restauración y en la conservación de la red hidrológica kárstica, utilizando a la nutria de río (Lontra longicaudis annectens) como una especie paraguas que articula la seguridad hídrica con el ecoturismo. La dimensión social y cooperativa de esta regeneración se expresa en el fortalecimiento de los tejidos comunitarios debilitados por la migración y la transformación de las estructuras agrarias (Salazar-Rojas et al., 2025). El proceso colectivizó la toma de decisiones al supeditar el diseño cartográfico al voto directo e intransferible de la Asamblea General ejidal como órgano soberano, restaurando las prácticas históricas de organización y faenas colectivas. Asimismo, la dimensión institucional se refleja en el hecho de que estas reglas de uso y el Plan de Acción Comunitaria (PAC) se tradujeron formalmente en cláusulas jurídicas punibles dentro del Reglamento Interno del ejido, garantizando la certeza legal y la defensa del territorio frente a presiones inmobiliarias y dinámicas periurbanas exógenas (CONAFOR, 2025; Arroyo-Antúnez, 2021).

	      Un componente metodológico crucial para la validación interna del proceso fue el desarrollo del taller de retroalimentación (feedback) mediante la modalidad de grupo de enfoque. La literatura crítica advierte que muchos ordenamientos fracasan en la fase de implementación debido a la falta de mecanismos de evaluación post-proceso que midan la apropiación local antes de la ratificación legal (Staines-Díaz, 2024). En Cacahuamilpa, este espacio de reflexividad colectiva permitió constatar que la transferencia tecnológica de Map Marker dotó a los ejidatarios de una comprensión visual directa de la degradación de sus linderos, superando la abstracción de las cartografías institucionales tradicionales. Este ejercicio de feedback demostró que concebir el ordenamiento como una plataforma experimental transicional incrementa la conformidad social y reduce el riesgo de que las normativas ejidales sean percibidas como imposiciones técnicas externas, sentando las bases para una vigilancia comunitaria eficaz y sostenible (Zamora-Rendón et al., 2022).

	      A pesar de las virtudes del enfoque cooperativo, la experiencia reveló desafíos estructurales respecto a la exclusión histórica de género y generacional. La participación de las mujeres y de los jóvenes en las fases iniciales fue limitada debido a patrones patriarcales arraigados en la tenencia de la tierra en México y a la desvinculación de las nuevas generaciones de los asuntos agrarios (Caño-Secade, 2003; Jiménez-Morales, 2023). No obstante, el grupo de enfoque evidenció que el codiseño de la UGT de producción intensiva funcionó como un canal de inclusión real, permitiendo a estos sectores — carentes de derechos agrarios formales— incidir directamente en la formulación de alternativas económicas cooperativas, como la fábrica de mezcal, el vivero comunitario y los talleres artesanales. Para futuros procesos de planeación en el contexto guerrerense, es imperativo diseñar e implementar soluciones metodológicas ex ante que garanticen la equidad. Esto implica establecer cuotas de género obligatorias en los comités técnicos de ordenamiento, flexibilizar los horarios de los talleres para conciliar con las jornadas de cuidado doméstico y vincular las plataformas digitales (SIG) con las escuelas locales mediante programas de servicio social, conectando explícitamente el OTC con las aspiraciones laborales y tecnológicas de la juventud rural.

	      Finalmente, la transferibilidad de este modelo a otros contextos ejidales de América Latina exige un análisis riguroso de sus condiciones habilitantes y del manejo de la “fatiga participativa”. El proceso en Cacahuamilpa demostró que un periodo de veintiún meses representa un límite superior crítico para sostener el compromiso comunitario sin generar desgaste (Staines-Díaz, 2024); sin embargo, este periodo de tiempo fue necesario dada la problemática de seguridad que se presentó en algunos meses durante el desarrollo de este proceso. Mitigar este fenómeno requiere que las fases de diagnóstico y zonificación se articulen con la implementación rápida de proyectos piloto tales como sistemas agroforestales de agave-mezcal que provean retornos económicos tangibles a corto plazo (Valencia-Trejo et al., 2020). Si bien factores como el capital social preexistente y el financiamiento público de la CONAFOR (2025) son determinantes, la replicabilidad de la experiencia es viable si se adoptan sus componentes metodológicos esenciales: el uso autónomo de SIG móviles por brigadas locales, el testeo experimental de escenarios a través del semáforo de usos y la ratificación del ordenamiento mediante los mecanismos democráticos directos de la Asamblea General (Zambrano-Mercado et al., 2020).

	Conclusiones

	La implementación de la Investigación-Acción Participativa (IAP) en el Ejido Cacahuamilpa valida este enfoque basado en la democracia directa y cooperativa como una vía esencial para fortalecer la gobernanza y la resiliencia en territorios periurbanos. La metodología permitió trascender los modelos de planeación convencionales al integrar de manera horizontal los saberes locales con el análisis técnico geoespacial, generando un instrumento de ordenamiento con alta legitimidad social. Este proceso cooperativo no solo resolvió conflictos inmediatos de uso de suelo y dinámicas de fragmentación, sino que empoderó a los habitantes como actores centrales y operativos en el diagnóstico, defensa y autogestión de su patrimonio territorial frente a presiones externas de urbanización desordenada y degradación ambiental.

	      El estudio demuestra que el ordenamiento actúa como un motor de regeneración multidimensional que impacta simultáneamente las esferas ecológica, social e institucional del núcleo agrario. En la dimensión ambiental, asegura la conectividad del paisaje kárstico y la protección de la selva baja caducifolia; mientras que en lo social, revitaliza los vínculos comunitarios y las prácticas de decisión colectiva de la Asamblea General. Desde una perspectiva institucional, la formalización de los acuerdos y del Plan de Acción Comunitario (PAC) en la actualización del Reglamento Interno dota al territorio de una estructura jurídica robusta, permitiendo el ejercicio de una soberanía efectiva y punible sobre sus bienes comunes frente a los intereses del mercado inmobiliario regional.

	      Finalmente, la estructuración del espacio en Unidades de Gestión Territorial (UGT) ofrece un balance estratégico entre la conservación estricta y el aprovechamiento económico sustentable de recursos clave como el binomio agave-mezcal, respaldado por el monitoreo de la nutria de río (Lontra longicaudis annectens) como bioindicador de integridad ecológica. No obstante, la viabilidad y sostenibilidad de largo plazo de este modelo dependen críticamente de la capacidad de anticipar soluciones metodológicas ex ante para involucrar a los grupos que tendencialmente participan menos en las decisiones agrarias, como las mujeres y los jóvenes. Atender las problemáticas estructurales de exclusión de género, el desinterés generacional y el envejecimiento de la población rural en Cacahuamilpa exige que los futuros procesos se diseñen tomando en cuenta las vulnerabilidades socioeconómicas del contexto, tales como la pobreza multidimensional, el acceso limitado a educación media superior y los desafíos de inseguridad regional. Mitigar estos factores requiere conectar el ordenamiento con incentivos económicos tangibles a corto plazo basados en la economía social y cooperativa, garantizar esquemas de equidad procedimental con horarios que respeten las jornadas de cuidado doméstico, y vincular las plataformas digitales de monitoreo territorial con las aspiraciones tecnológicas de la juventud. Solo mediante una inclusión planificada que reconozca las realidades y limitaciones de estos sectores se podrá garantizar el relevo generacional en la vigilancia del territorio, consolidando una ruta verdaderamente integral hacia la justicia socioambiental en los núcleos agrarios latinoamericanos bajo presión urbana.
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